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1. Introducción 
- ---_ . . -. 
E 1 año fiscal de 1992 comenzó en España con el anuncio, por parte del gobierno na- 
cional, de la aplicación de 204 medidas de 
modernización administrativa para el período 1992- 
1993. Estas medidas son la consecuencia del plan de 
modernización para la administración del Estado del 
tercer gobierno socialista de nuestra historia -inicia- 
do en 1986 y publicado oficialmente en 1990- y 
también del más reciente acuerdo del gobierno con 
los sindicatos. El plan fue ratificado y ampliado, en 
lo que respecta al reforzamiento del Estado de las 
Autonomías, por el Ministro para las Administracio- 
nes Publicas del actual gobierno en 1991. La nove- 
dad a señalar en esta última formulación es la vincu- 
lación de la modernización administrativa con la 
aplicación del Acta Unica Europea y con la apuesta 
por la productividad y competitividad del sector pri- 
vado de la economía en España. 
Desde el inicio del proceso de modernización has- 
ta la actualidad se ha producido un desplazamiento 
de los objetivos y de los énfasis. En un primer mo- 
mento, la modernización se definió, sobre todo, co- 
mo una respuesta global a las insuficiencias de parti- 
da y como un cambio de cultura. Posteriormente se 
ofrecieron compromisos para desarrollar acciones 
concretas en materia de personal, organización y fun- 
cionamiento administrativo. La apuesta actual de mo- 
dernización tiene tres frentes: el interno, de las pro- 
pias organizaciones administrativas; el de la coordi- 
nación y definición de las relaciones de la adminis- 
tración central con las administraciones locales y au- 
tonómicas; y el de la vinculación de los tres niveles 
de gobierno con la Unión Europea (UE). 
En consecuencia, el concepto de modernización 
vigente incluye tres planos conectados pero indepen- 
dientes: la flexibilización organizativa y la agiliza- 
ción de las relaciones con los ciudadanos/clientes; la 
redefinición de la distribución territorial del poder, 
tanto en el plano nacional como en el espacio euro- 
peo; y la adaptación a las directrices y acuerdos co- 
munitarios. Precisamente en esta complejidad de ob- 
jetivos radica la importancia que se concede en este 
momento a la modernización administrativa. En efec- 
to, la modernización administrativa es un aspecto su- 
bordinado de’ la modernización de la sociedad espa- 
ñola. El plan de convergencia de España con Europa, 
adquirir capacidad económica competitiva y la des- 
centralizaciôn del Estado con orientación federalista 
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—el pacto autonómico del gobierno nacional con los
gobiernos regionales— son las preocupaciones políti-
cas prioritarias. El movimiento para la modernización
administrativa es, desde esta perspectiva, parte de la
convergencia europea. Se trata de lograr una adminis-
tración pública que pueda equipararse con la de cual-
quier otro país miembro de la UE y, a ser posible, que
esté en el grupo de los más avanzados’. Esto significa
que las acciones de modernización deben buscar la
eficiencia además de la eficacia. En el planteamiento
de la Unión Europea ya no es suficiente hacer las co-
sas bien y en su tiempo hay que hacerlas al menor
costo posible para poder ser competitivos.
La nueva situación, creada por la firma de los
acuerdos de Maastricht en la primavera de 1992, ace-
[era además tos ritmos temporales de obtención de re-
sultados operativos de la modernización administrati-
va en España. Ahora hay plazos conocidos para la in-
tegración: en el horizonte de 1997 gran parte de las
decisiones que las administraciones nacionales im-
planten habrán sido adoptadas en Bruselas. Por ello,
la modernización se ha convertido en un asunto inter-
nacional. Si se prefiere, nacional-europeo. Es decir, la
modernización administrativa ha dejado de ser, en un
aspecto importante, una de las políticas a las que se
marcaba el ritmo y orientación de desarrollo desde
los gobiernos nacionales según los criterios de opor-
tunidad del sistema político intranacional. La conver-
gencia europea es también la convergencia de sus ad-
ministraciones para implantar las directrices comuni-
tafias y armonizar políticas comunes de regulación de
comunicaciones, infraestructuras o empleo.
El camino español hacia la modernización tiene la
peculiaridad de haberse iniciado con la consolidación
de un sistema democrático de gobierno, con la im-
plantación de un nuevo modelo, todavía abierto de
distribución territorial del poder y con la manifiesta
intención de asegurar un grado elevado de consenso
en el proceso de cambio. El conocimiento y análisis
de estos factores es, pues, esencial para poder hacer
un balance de la modernización y señalar las líneas
tendenciales de su futuro previsible. De otro lado, el
modo de formulación e implantación de las medidas
modernizadoras es un elemento significativo del pro-
ceso, habida cuenta del impacto que tiene la transfor-
mación para el personal administrativoy para los ciu-
dadanos. La estrategia de implantación constituye,
por tanto, un factor a considerar para valorar el éxito
o fracaso de la política de modernización. En nuestro
caso, la reflexión sobre el qué hacer ha discurrido pa-
ralelamente a la reflexión acerca de cómo hacerlo pa-
ra minimizar resistencias y recabar los máximos apo-
yos. Los logros obtenidos hasta el momento por los
distintos gobiernos habrá que valorarlos asimismo
desde este punto de vista, en definitiva, por la obten-
ción de legitimidad para el sistema político y su con-
tribución a la gobernabilidad.
JI. La modernización y
las dimensiones de la
transformación del Estado
L a tradición unitaria y centralista del Estadoen España. exacerbada con tos cuarenta
años de la dictadura franquista, se rompió
formalmente con la aprobación de la Constitución de
1978 por la que se instaura una monarquía parlamen-
taria para el Estado de las Autonomías. Consiguien-
temente, se produjeron dos hechos relevantes: la
transformación del sistema político y el cambio de la
organización territorial del poder. La transformación
del sistema político es un proceso de gran alcance
que afecta a aspectos tan variados como las actitudes
y valores de la sociedad civil, la cultura política, los
modos aceptados de adoptar decisiones o el sistema
de partidos. Su influencia directa en el comporta-
miento administrativo es indudable, aunque difícil de
aislar. Lo que si es cieno es que la tensión entre lo
antiguo y lo moderno, que es consustancial a todo
proceso de transformación, esta presente y se super-
pone con la modernización administrativa. De ahí
que sea de interés considerar como los diversos ras-
gos de la democratización en España han ayudado o
dificultado la formulación de la política de moderni-
zación.
A) El nuevo sistema político
El cambio político en España, a partir de la muerte
Franco en 1975, afecta a la forma y organización del
Estado y al sistema de relaciones políticas. Por lo que
aquí interesa, los ejes de cambio de mayor importan-
cia para las administraciones públicas son el sistema
de partidos, la creación de las Comunidades Autóno-
mas y el modo de adoptar decisiones. El sistema de
partidos representa una heterogeneidad política y te-
rritorial que requiere de una fuerte descentralización
administrativa. De hecho la creación del nuevo nivel
de gobierno regional —las Comunidades Autónomas
(CC. AA.>— no refleja plenamente la territorializa-
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ción de la vida política. En los espacios infrarregiona-
les hay escenarios territoriales que delimitan sistemas
políticos singulares. En ocasiones esta situación se
produce en ciudades y en su zona de influencia, este
es el caso de la ciudad de Valencia y del partido de
aspiración regionalista Unión Valenciana. En otras
ocasiones el espacio político no esta tan nítidamente
diferenciado, este es el caso de varias ciudades y zo-
nas geográficas en Andalucía y el Partido Andalucis-
ta.
El proceso de implantación gradual de las CC.
AA. da lugar a la aparición de nuevas entidades ad-
ministrativas de raíz territorial, entre ellas las comar-
cas en Cataluña. Este fenómeno de descentralización
en cascada, desde el centro a las entidades locales, ló-
gicamente fragmenta la administración centrai de di-
versas maneras y desigualmente. En primer lugar y
de forma destacada la descentralización significa la
tendencia hacia un centro más modesto y más res-
ponsable frente a las unidades territoriales.
Para la administración central supone que su fun-
ción primordial cambie desde la gestión directa para
orientarse hacia la gestión compartida con otras ad-
ministraciones y hacia la coordinación. En este as-
pecto gana en centralidad en el proceso de adopción
de decisiones, pero se convierte en un centro menos
gestor. En términos temporales el resultado es el au-
mento del tiempo dedicado por los directivos y las
unidades administrativas de la administración central
a coordinar sus acciones y a coordinarse con las ad-
ministraciones territoriales. Parte de esa coordinación
consiste en trasmitir a las administraciones territoria-
les la experiencia de la administración central en la
materia especifica de que se trate. Otra parte del es-
fuerzo de coordinación se dedica al intento de lograr
la coherencia interna de la administración central,
que tiene que reconstruir su unidad rota por la divi-
sión departamental, para actuar con las administracio-
nes territoriales como si fuera una organización sin-
gular. Finalmente, la administración central se frag-
menta para ser más receptiva y como resultado de las
relaciones que mantiene con las administraciones y
los grupos de interés organizados territorialmente.
El establecimiento de tres niveles de gobierno
—central, regional y local— da lugar a la prolifera-
ción de formas organizativas para cada uno. La es-
tructura administrativa del ejecutivo, departamentali-
zada y de gran rigidez de funcionamiento, se recrea
en cada nivel de gobierno, pero paralelamente se
crean organizaciones más flexibles e independientes
del control financiero y contable de las administracio-
nes de potestad. Esta realidad induce una línea de de-
sarrollo organizativo en la administración central que
constituye uno de los pilares fundamentales del pro-
ceso de modernización administrativa.
Desde la perspectiva funcional, las políticas públi-
cas son concebidas e implantadas por multiplicidad
de organizaciones administrativas, no necesariamente
las propias del modelo tradicional del ejecutivo y, en
muchas casos, con la participación de organizaciones
no-gubernamentales y privadas. El reconocimiento
del pluralismo social y territorial convierte las rela-
clones intergubernamentales (RíOs) e interorgani-
zativas y su gestión en el centro de la preocupación y
de la actividad de la administración central.
El proceso de formación de las políticas del cen-
tro, a partir de la entrada en vigor de la Constitución
de 1978, incluye necesariamente esta dimensión de
las RIOs y de las relaciones interorganizativas. De
ahí que se produzca un cambio también en las condi-
ciones que precisan las organizaciones administrati-
vas centrales —flexibilidad funcional, identidad cor-
porativa. sistemas de comunicación— y en las de-
mandas del perfil de destrezas de su personal, espe-
cialmente de los directivos —técnicas de negocia-
ción, capacidad de diagnosticar necesidades, gestión
pública estratégica— para poder así adaptarse a la
gestión intergubernamental. Los modelos de gestión
establecidos en situaciones de menor dependencia in-
terorganizativa —organización singular, comparta-
mentalizada, con fronteras claras y competencias de-
finidas, jerarquizada según el esquema de orden y
control— no parecen ser útiles para gestionar las
RIOs. Lo que se necesita ahora es un enfoque de la
gestión más multiorganizativo. de expansión de limi-
tes, abierto, de movilización de recursos externos y
no jerárquico2. Consiguientemente, el cambio induci-do por las RíOs y la gestión de las políticas intergu-
bernamentales concierne tanto a la estructura organi-
zativa como a los modos de gestión de la administra-
ción central. Esto no quiere sugerir que la totalidad
de la organización y de su actividad tengan que alte-
rar drásticamente su diseño y la filosofía de su ges-
tión. No obstante, allí donde se produce descentrali-
zación —esto es, mandatos del centro sin transferen-
cias plenas a la administración territorial, subvencio-
nes condicionadas, etc.— es evidente la tendencia a
crearformatos organizativos distintos de los de la bu-
rocracia tradicional de potestades para gestionar las
dificultades derivadas de la tensión de la interdepen-
dencia. El desarrollo del Estado de las Autonomías.
después de la aprobación de los estatutos de todas las
comunidades autónomas en 1983, sin duda contribu-
ye a impulsar la propuesta de modernización admi-
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nistrativa del gobierno central más allá de la propia
administración central para alcanzar a las regiones.
Puede afirmarse que se produce una verdadera con-
vergencia sinérgica entre el desarrollo autonómico
y la consolidación de la unión europea por lo que
concierne a la necesidad de modernizar los instru-
mentos de la acción administrativa, en concreto, la
necesidad de redefinir el papel de la administración
central y su modo de gestionar recursos.
Los actores críticos de las políticas públicas cam-
biaron también, de manera notable, con el nuevo sis-
tema político. La significación de cada uno se alteró
por la irrupción en el contexto de actores distintos.
Algunos actores, que no se tomaban en consideración
para el análisis de las políticas, paulatinamente se
convirtieron en elementos estratégicos de estas políti-
cas. En suma, se produjo una transformación de posi-
ciones y papeles en la estructura social de poder. Para
ilustrar este fenómeno basta pensar en que los parti-
dos y los sindicatos desempeñan en la actualidad un
papel institucional del que carecían con anterioridad.
Por otra parte se produce una disminución del poder
de la burocracia para condicionar la adopción de de-
cisiones en los asuntos públicos. La agregación de in-
tereses en la administración pública pasa de hacerse
con exclusividad por el sistema de cuernos de funcio-
narios a desempeñarse por los cuerpos de burócratas
en concurrencia con los partidos, los sindicatos y
otras asociaciones . Ello ocasiona un cambio de ac-
tores y un desplazamiento de los nudos de
decisión. El policentrismo en el origen de la adop-
ción de las decisiones que proviene de las RIOs se
adiciona de fornia redundante, por tanto, al de la mul-
tiplicidad de los actores. La formulación de las políti-
cas y su implantación, la gestión de las relaciones in-
tergubernamentales, se desenvuelven así en un con-
texto complejo y sin definir. El sistema político y el
sistema de partidos son fuentes de incertidumbre ade-
más en otro sentido: la delimitación de la esfera de lo
político y de lo administrativo.
B) Los valores y las relaciones Estado-sociedad
La pretensión de separar nítidamente política y ad-
ministración es un intento vano. Pero si se parte de su
confusión intencional por un régimen político autori-
tario, no afrontar este extremo puede ser un indicador
de poca sensibilidad o, lo que seria mas sintomático,
de la carencia, por parte de los gobiernos, de una po-
lítica elaborada acerca de la administración pública.
La respuesta jurídica fue proteger constitucionalmen-
te los principios del mérito y capacidad para el acceso
a la función pública y el de la separación formal entre
el gobierno, la administración y la sociedad civil.
Ahora bien, el problema es mucho más complicado.
La pretensión de separar política y administración
implica un conjunto de valores que son el mismo fun-
damento del Estado de derecho4. Vulnerar estos valo-
res priva a los gobiernos de legitimidad.
Merece la pena detenemos en este punto pues el
grado de aceptación de las innovaciones se relaciona
directamente con la legitimidad que se conceda a
quien las introduce. La corrupción es uno de los fenó-
menos claramente repudiados en las sociedades post-
industriales por si misma, al atacar el principio de
igualdad, y porque produce ineficacia.
La ética pública, la moralidad política y la eficacia
funcionarial han ocupado el centro de la atención de
la vida política española desde la transición hasta el
presente. Esta persistente postura de la sociedad ha
tenido efectos de estimulo de la modernización admi-
nistrativa pues se ha materializado en demanda de ca-
lidad de los servicios públicos. Sin embargo, el mie-
do a los comportamientos corruptos, simultánearnen-
te es como una fuerza de resistencia a las innovacio-
nes que propugnan el aumento de la discrecionalidad
de actuación, la flexibilidad organizativa. De poco
sirve que la discrecionalidad se arguya como elemen-
lo necesario de eficacia, pues se percibe la garantía
jurídica de control previo de la actuación administra-
tiva como el principal freno al clientelismo en la his-
toria. Cuestión distinta es que la aplicación concreta
de esta garantía se pueda calificar de lastre burocráti-
co. A la hora de aceptar el libre despido de los em-
pleados públicos o el funcionamiento de segmentos
de la administración como organizaciones privadas el
argumento de rechazo enfatiza los peligros de prácti-
cas perversas más que el principio de protección del
patrimonio estatal. La creación de una organización
con personalidad jurídica privada o de una adminis-
tración independiente con parte de lo que era el Esta-
do tradicional —caso de la agencia tributaria o de co-
rreos— se presenta como una disminución de la ga-
rantía de ética y de responsabilidad por los formado-
res de opinión. Es decir, se defiende el control formal
por estimar que se carece de otro modo de garantizar
la preservación del interés público.
En este sentido los sentimientos anti-corrupción
son de desconfianza hacia la flexibilización organiza-
tiva y hacia las políticas de personal pro-activas en la
administración pública. Podría suponerse que cuando
mayor sea la evidencia de corrupción mayor será la
probabilidad de asociación entre aumento de corrup-
ción y modernización. Hay que concretar medidas es-
pecificas de control de las posibles desviaciones de
poder y de comportamientos corruptos y explicitarías
para acompañar las propuestas de modernización; en
caso contrario la resistencia social puede surgir o le-
gitimarse con la sospecha de corrupción.
A destacar, por su influencia en las actitudes y ex-
pectativas de los ciudadanos respecto a la moderniza-
ción de la administración pública, es la expectativa
que estos tiene acerca del comportamiento del Esta-
do. Acostumbrados a ver crecer el tamaño y el núme-
ro de servicios del Estado durante décadas, la socie-
dad civil española alberga una esperanza inagotable
de solución de problemas por el Estado, lo que podría
denominarse esperanza de Estado. Quizá esta sea una
característica común de las sociedades mediterráneas.
En todo caso la esperanza de Estado tiene multi-
tud de manifestaciones —la aspiración a la seguridad
vitalicia como funcionario es una manifestación en el
interior de la administración— y todas son disfuncio-
nales para la modernización administrativa. El creci-
miento del tamaño del sector público en recursos y
actividad funcional es una constante en el siglo XX
en España, con dos momentos álgidos que son las
dictaduras de Primo de Rivera y Franco, pero se radi-
caliza a partir de 1975. Este crecimiento es explosivo,
no tiene un plan general que lo guíe, se trataba de
moderar los efectos de la crisis económica de la déca-
da de los setenta —pensiones y subsidios de desem-
pleo y transferencias a empresas públicas y privadas
para su reflotamiento— e implantar la descentraliza-
ción regional5. El esfuerzo de crecimiento se dirige al
aumento del número y la universalización de los ser-
vicios no a asegurar su calidad. En consecuencia la
expectativa de la sociedad se orienta al aumento de la
presencia estatal en diversos ámbitos, a la continui-
dad de su actividad proteccionista de algunas activi-
dades económicas, sin demanda de eficacia. Por tan-
to, se produce una especie de reificación del Estado
similar a la figura del padre bondadoso e ineficaz. En
definitiva la esperanza del Estado no sobrepasa en
exceso a una concepción paternalista de estatificación
de la actividad de la sociedad civil. Evidentemente
este valor debilita a la sociedad y es un indicador de
su debilidad.
En la medida que la modernización es un cambio
de cultura de las personas que dirigen y trabajan en
las administraciones públicas, la esperanza de Esta-
do es un escollo para ese cambio. El valor del Estado
proteccionista se contrapone al de la responsabilidad
individual y social. Si los valores disonantes respecto
al Estado están en la sociedad habría que preguntarse
cómo pueden implantarse valores contrapuestos a
aquellos en el interior del Estado. Por ello, las cultu-
ras sociales influidas por las religiones reformadas —
que se apoyan más en la responsabilidad individual y
la salvación por laobra propia—, quizá sean más per-
meables a los valores de modemízacion.
El contrapunto de la esperanza de Estado son la
presión fiscal y los gastos públicos visibles. En Espa-
ña con anterioridad al sistema constitucional la fisca-
lidad estaba poco desarrollada y se apoyaba princi-
palmente en los impuestos indirectos. El cambio de
sistema político, sin embargo, supuso un brusco au-
mento de la presión fiscal. La falta de tradición de pa-
go regular de impuestos por la generalidad de los ciu-
dadanos contribuía, sin duda, a mantener el Estado
alejado de los mismos, como algo ajeno. Pero la uni-
versalización de la imposición directa y la presión
fiscal gradualmente creciente, en especial desde el
primer gobierno socialista en 1982, crea un tipo de
ciudadano preocupado por el destino que da el Estado
a sus impuestos. Se generaliza la conciencia de la
cercanía del Estado, financiado por los impuestos, y
del despilfarro de recursos que puede ocurrir si no se
ejerce un cierto control de gestión.
Este tipo de razonamientos acerca del control se
extiende a los servicios para demandar calidad en su
prestación. Por supuesto esta conciencia y, sobre to-
do, la expresión política de lamisma es parcial y em-
brionaria en la sociedad, pero indudablemente, por
estos motivos, hay segmentos de la población que sí
son capaces de crear opinión contraria a los postula-
dos axiológicos de la esperanza de Estado. Los valo-
res que refuerza este ciudadano financiador del Es-
tado están asociados a los de la eficiencia: hacer lo
mismo con menor costo. La cuestión que queda por
deterniinar es si este tipo de ciudadano y de concien-
cia fiscal se localiza entre los que están dispuestos a
influir el comportamiento administrativo con su voto
y a plantear acciones de participación y revindicati-
vas, ya que también es posible un ciudadano finan-
ciador marginado de los ámbitos sociales y políticos
de influencia, o que crea peligrosa la búsqueda de la
eficiencia pública por el deterioro de garantías contra
los abusos de poder que requiere para poder implan-
tarse.
En otro orden de cosas, la presión fiscal y el siste-
ma democrático crean una conciencia en los emplea-
dos públicos y en tas autoridades electas sobre la ne-
cesidad de responder a las demandas ciudadanas, in-
cluso a las latentes, pues de otra forma pueden arries-
gar respectivamente su continuidad en el puesto de
trabajo o en el poder. Y en un sistema de partidos
competitivo, cuando se forma gobierno, la tendencia
a proporcionar a los ciudadanos servicios, a ser res-
ponsable frente a las demandas, se exacerba. Las au-
toridades electas buscan la eficacia en la prestación
de los servicios para ser competitivas, para poder
ofrecer mayor satisfacción a los ciudadanos y obtener
mejor cuota electoral. Ahora bien, los partidos en la
oposición dirigen parte de sus esfuerzos a poner en
evidencia las omisiones y la ineficacia de las políticas
del gobierno. La administración está en el centro de
esa doble presión de demandas —divergentes en el
origen pero que confluyen en la finalidad— y la de
losciudadanos paraactuar con eficacia democrática.
En este sentido las demandas de responsabilidad ad-
ministrativa favorecen la implantación de los planes
de modernización.
III. La muerte de Napoleón
L as reformas de los instrumentos de actua-ción pública, de las organizaciones adminis-
trativas, y de la organización del personal
han constituido un elemento universal, desde la se-
gunda guerra mundial, de todos los sistemas políticos
europeos. La construcción del Estado del bienestar y,
en los países mediterráneos, el desarrollo económico
acelerado, planteó la necesidad de adecuar las admi-
nistraciones publicas a las modificaciones de las es-
tructuras productivas. El enfoque de las reformas en-
troncaba con la concepción decimonónica del Estado,
un enfoque global de los problemas y soluciones in-
herente a la propia creación del Estado-Nación del
continente europeo. El modo de hacer operativas las
reformas seguía una pauta jerárquica—según el mo-
deto de arriba-abajo--— jurídica —producción norma-
tiva global o específica por administraciones y proce-
sos organizativos—, e institucional —orientada hacia
el interior de las administraciones en lugar del merca-
do o los ciudadanos—. El espíritu de las reformas era
pues ilustrado y revolucionario. Mediante la pro-
ducción legislativa se pretendía cambiar radicalmente
una situación de precariedad por otra de eficacia. Es
como si se prejuzgase la existencia de una instancia
en el sistema político que pudiera representar a todo
el Estado—esto es, que Itevara el Estado en la cabe-
za— y capaz, mediante la regulación jurídica de los
comportamientos deseables de hacer que cambiara el
estado de cosas en su totalidad, por una orden y de
una vez por todas. Sintomáticamente se menciona la
administración en singular, ignorando así la diversi-
dad organizativa y de fmalidades de las administra-
ciones local y territorial y la multitud de organizacio-
nes que componen cada una. En una palabra, el plan-
teamiento parece querer resucitar al artífice de la con-
solidación del modelo francés del Estado moderno:
Napoleón Bonaparte.
Este enfoqee es el que ha estado vigente en Espa-
ña hasta la segunda mitad de la década de los años
ochenta y ha impregnado el formato, funcionamiento
y cultura de las administraciones publicas. La admi-
nistración central o Administración del Estado —co-
mo también le denomina la Constitución de 1978—
participa más que ninguna otra de esta cultura y del
apego a la concepción originaria de la administración
pública como disciplinadora del egoísmo social, de
ejercicio de potestades.
El proyecto de modernización de las administra-
ciones públicas europeas, sin embargo, se aleja de es-
ta concepción de la administración y de cómo refor-
marla. El ejemplo de la modernizaci6n de la adminis-
tración británica muestra gráficamente la nueva apro-
ximación de la reforma en pequeños pasos en lugar
de las medidas omnicornprensivas6. Si bien es ciertoque la formulación del proyecto modernizador tuvo
su origen en el norte de Europa, su extensión al sur es
un hecho innegable y, posiblemente, irreversible. Con
ello se acaba la vigencia de casi dos siglos del mode-
lode reforma de la Revolución Francesa. Las grandes
leyes seguirán acompañando a las decisiones de cam-
bio pero la orientación del cambio será más organiza-
tiva y actuará sobre los valores, sobre la cultura.
En suma, la reforma de la administración pública
es, como para cualquier organización formal comple-
ja, un conjunto de medidas —reformas— en lugar de
una acción espectacular —conjunto de actos de auto-
ridad a través de leyes y reglamentos— sin garantía
de implantación posterior a su promulgación. Et as-
pecto normativo es importante, sobre todo para elimi-
nar los impedimentos y dificultades legales de im-
plantación de los objetivos de reforma, pero la parti-
cipación de los directivos públicos y la diversifica-
ción de las medidas para adaptarse a situaciones con-
cretas son requisitos para que sea posible la reforma.
El impulso político del gobierno en apoyo del pro-
yecto de reforma es otra de las condiciones necesa-
rias para el éxito. El liderazgo del cambio correspon-
de a la persona que representa el máximo consenso
político, el presidente o el primer ministro, aunque
pueda delegar en una oficina o en un departamento
ministerial el diseño y la gestión de la reforma. La in-
clusión de la reforma en la agenda política y el esta-
blecimiento del calendario corresponde al gobierno
en pleno. De otra forma pueden presentarse divisio-
nes internas en el seno del gobierno cuando se trate
de financiar la reforma, El papel que deba desempe-
ñar el ministerio de hacienda en el proceso de im-
plantación del cambio administrativo tiene que esta-
blecerse en el seno del gobierno. Unicamente así po-
drá evitarse la contingencia de encontrarse con una
unidad administrativa responsable de impulsar el
cambio, paralizada por falta de apoyo financiero o
por carecer de suficiente autoridad para coordinar.
Por mucho que la modernización tenga entre sus ob-
jetivos explícitos la eficiencia, la verdad es que es di-
fícil concebir la introducción de innovaciones organi-
zativas libres de costo, aunque de lo que se trate sea
de controlar o disminuir el gasto. El gasto fmanciero
y la inversión política son elementos de la reforma y
de la modernización. Una fase de la formulación del
proyecto de cambio es el cálculo de hasta dónde se
quiere ir y del costo de oportunidad que involucra
tanto en términos políticos como económicos. La
efectividad del cambio consiste, pues, en lo favorable
que sea la relación entre resultados y costos y los
riesgos en que se pudiera incurrir. Desde esta pers-
pectiva creo será fructífero el análisis de la experien-
cia española.
A) La Reforma y la modernización
La diferencia entre reforma y modernización se
ilustra paradigmáticamente en España por el análisis
de las acciones de los gobiernos de mayoría socialis-
ta. En efecto, pueden distinguirse dos etapas claras en
los planteamientos del gobierno respecto a la admi-
nistración pública. El primer gobierno socialista
—1982-1986— continuó y profundizó la labor que
habían emprendido los gobiernos de Unión de Centro
Democrático —1977-1982—. En este período se
adoptaron medidas de moralización de la función pú-
blica —ley de incompatibilidades del desempeño de
varios empleos públicos, cumplimiento de horario de
trabajo—, con consecuencias más simbólicas que
efectivas. Asimismo, se promulgan las leyes de adap-
tación de la administración al sistema democrático y,
finalmente, a partir de 1984, se realiza la reforma
administrativa socialista. A continuación, con la se-
gunda legislatura del PSOE —1986-1990——, se lanza
la idea de la modernización administrativa, que de
hecho significa el comienzo de la “reforma de la re-
forma” socialista anterior, y la revisión de la aproxi-
mación tradicional de la gestión pública y del con-
cepto de Estado. Hay, pues, dos objetivos distintos en
estas etapas.
La reforma, es para adaptarse al nuevo sistema po-
lítico y paliar las disonancias mas escandalosas entre
el sistema democrático y la administración de raíces
autoritarias. La modernización, es para adaptar la ad-
mtnístración al objetivo de competitividad económica
de España en la Europa Comunitaria. Este objetivode
competitividad incluye, naturalmente, la preocupa-
ción por el mercado/contexto de la administración y
los factores de racionalización de la actividad, espe-
cialmente la utilización de las nuevas tecnologías in-
formáticas y de gestión que facilitan la comunicación
y la adopción de decisiones.
Como es lógico a los distintos objetivos de la re-
forma y de [a modernización corresponden distintas
estrategias. La estrategia de la reforma socialista de
1984 es conservadora en sus proposiciones pero de
tratamiento frontal, de confrontación directa, del
problema de los recursos humanos, el elemento de
mayor capacidad de resistencia y más sensible a la re-
forma. El conservadurismo de la reforma se funda en
que no trata de cambiar radicalmente el estado de co-
sas, es una limitada reordenación de los recursos hu-
manos, de la definición de los procedimientos y una
serie de alteraciones organizativas de grandes estruc-
turas, generalmente relativas a la creación o supre-
sión de divisiones organizativas departamentales. Las
acciones más importantes se dirigen a la función pú-
blica con una estrategia gradual de medidas y en va-
ños momentos. Primeramente se trata de mejorar el
modelo burocrático con la integración y universaliza-
ción de los cuerpos de funcionarios. El objetivo es
que no se modifique el modelo funcionarial, es decir
se apuesta por convertir a todo el personal al servicio
de la administración en funcionario —en detrimento
de otras figuras como el empleado público con vincu-
lo laboral— con una regulación de sus derechos y de-
beres similar a la que ya tenían previamente a la re-
forma.
En este momento, al legalizar la estructura como-
rativa funcionarial, se opta por cierta rigidez en la
captación y gestión del factor humano lo que consti-
tuirá un estrecho corsé para la modernización. Sin
embargo, el requisito de definición y clasificación de
los puestos de trabajo y la posterior legislación sobre
retribuciones introduce en el modelo factores propios
de la gestión eficaz. Desde luego la aplicación de es-
tas medidas no es más que un éxito nominal, no se lo-
gra hacer una clasificación dinámica de puestos de
trabajo y mucho menos retribuir la productividad in-
dividual. Podria argijirse que estas medidas no pros-
peran por ser contradictorias y aisladas respecto al
modelo general y a los valores de los funcionarios~.
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También hay otro factor que puede considerarse
parte importante de la estrategia de reforma y que es
uno de sus puntos débiles: el unifonnismo. Todo el
proyecto de reforma transpira la intención de unifor-
mizar las situaciones más dispares para regularlas le-
galmente. El intento de reducir la diversidad a la uni-
formidad crea resquemores y resistencias en la apli-
cación de la reforma por quienes perciben su idiosin-
crasia ausente de las propuestas. Esto ocurre tanto en
el plano organizativo —los municipios— como en el
de personal —los profesores funcionarios de las uni-
versidades públicas— dando lugar a comportamien-
tos de inhibición o de abierta resistencia al cumpli-
miento de los mandatosde la reforma.
Eljuridicismo en la actuación es asimismo un ras-
go consustancial a la reforma y a la torpeza política
de su estrategia. La aspiración de llegar a toda la ad-
ministración, a la última unidad administrativa, me-
diante leyes y reglamentos impide al equipo de refor-
madores obtener consentimiento para sus acciones.
Además al convertir el proyecto político en mandato
legal se dificulta la participación de los interesados
en la elaboración y la implantación. No obstante, esta
dimensión legal es uno de los puntos fuertes de la re-
forma pues aprovecha el poder coercitivo para conso-
lidar sus líneas maestras. Pero la intención que subya-
ce a la estrategia reformista legal, dar una respuesta
definitiva y global a los retos de la administración,
evidentemente no ha podido ser coronada con éxito.
Como no podía ser menos la reforma no supero la
prueba de su aplicación.
La estrategia de la modernización, por el contrario,
es de low profile —de mantenerse poco visible—, de
aproximación indirecta, buscandoefectos secundarios
dinamizadores a las acciones, de discontinuidad con
el presente, fragmentada y, sobre todo, de persuasión.
El proceso de la estrategia ha consistido en acopiar
datos sobre necesidades, crear sistemas de informa-
ción para poder adoptar decisiones, recabar la percep-
ción de los directivos, obtener legitimación de los ex-
pertos y formular un diagnostico general de situación
de la administración pública. Posteriormente se inició
una campaña masiva de comunicación hacia el inte-
rior —reuniones con los directores generales, subdi-
rectores y otros cargos y funcionarios organizativa-
mente estratégicos—, hacia el exterior —reuniones
internacionales con audiencia de formadores de opi-
nión, académicos, periodistas; elaboración de artícu-
los de prensa, anuncios en los medios de comunica-
ción sobre acciones de impacto popular como las
ofertas de empleo público y las mejoras de servicios
concretos— y acuñando el slogan de la moderniza-
ción. Todo ello se dirige al objetivo de obtener legiti-
mación para el proyecto.
La estrategia de la modernización es de cambio in-
tegral, permanente, gradual, fragmentario y sistemáti-
co. En líneas generales esta estrategia es común a los
países europeos y de la OCDE que han realizado pro-
gramas de modernización. La característica espafiola
es la ausencia de una preocupación por la contención
del gasto y por la reducción del tamaño del Estado,
así como la participación de los sindicatos en el pro-
yecto.
El cambio de cultura administrativa se perfila co-
mo el principal objetivo de la modernización. La
orientación a la consecución de resultados, la concep-
ción del ciudadano como cliente, el equilibrio de la
relación coste-beneficio son entre otros los referentes
de mercado que se aspira a implantar en la adminis-
tración para sustituir la orientación de valores “admi-
nistrativos” tradicionales. El corolario de estos nue-
vos valores es, por lo que respecta a las personas y
las organizaciones, responsabilidad, profesionaliza-
ción, flexibilidad de respuesta y competitividad. En
este sentido, la efectividad del objetivo modernizador
es crear expectativas de cambio en los ciudadanos y
en los empleados públicos, puesto que estas expecta-
tivas permiten el cambio de actitudes y valores. La
imagen de la administración frente a los ciudadanos
tiene que cambiar pero para lograrlo hay que cambiar
simultáneamente la identidad corporativa.
En términos políticos cambiar la identidad corpo-
rativa de la administración es un riesgo, pues se trata
nada menos que de trasmitir incertidumbre a mas de
un millón de familias de empleados públicos. En el
plano económico el cambio de identidad implica un
aumento del gasto ya que hay que comunicar la nue-
va identidad a la sociedad para crear imagen y a la or-
ganización para cohesionar valores. De ahí que se
plantee una paradoja a los movimientos de cambio de
difícil solución: el equilibrio entre la necesidad de le-
gitimidad para actuar y el riesgo de crear conflictos
que inhiban su apoyo social.
II) El núcleo duro del Estado: legitimidad y
conflicto
La modernización se ha iniciado en España en dos
grandes bloques de la administración: en la adminis-
tración civil central y en la administración militar. En
esta última los logros son espectaculares8 y la trans-
formación ha seguido las pautas del cambio de cultu-
ra, flexibilidad organizativa y preocupación por los
ciudadanos-soldados. El plan de modernización mili-
tar se impulsa decisivamente en el mismo momento
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del inicio de la primera legislatura socialista. El lide-
razgo de la modernización militar lo ejerció un civil,
el Ministro de Defensa, apoyado por el Presidente de
Gobierno y por el Jefe del Estado. Quizá el motivo de
la centralidad de estas administraciones es que cons-
tituyen el corazón del Estado. Las fuerzas armadas,
por su naturaleza y su historia de intervenciones en la
vida política y la administración civil central, sirve de
ejemplo de diseminación de valores y factor de dina-
mización para las otras administraciones.
En el resto de las administraciones —justicia, ad-
ministración local, sector público de la economía--
la penetración de los valores de la modernización ha
sido muy desigual y, desde luego, no ha habido un
esfuerzo sistemático y persistente por cambiarlas. No
están en la agenda de cambio, excepción hecha del
sector público que tiene vida propia y sigue de cerca
las pautas de la iniciativa privada. La administración
de justicia adolece de los medios para poder realizar
un cambio, no se le han destinado los medios finan-
cieros para ni siquiera su actualización tecnológica en
sistemas de información e informáticos.
El contraste entre los tiempos de las políticas de
modernización en las diversas administraciones pue-
de tener una explicación parcial en el riesgo de la de-
manda de los ciudadanos y en el conflicto latente
que puedan suponer los empleados públicos. De he-
cho las distintas “etapas” de la reforma administrati-
va socialista, inclusive el tempo de la modernización,
tienen que analizarse a la luz de los dos vectores: la
intensidad de la expectativa social de cambio en la
gestión y la importancia electoral de los empleados
públicos para obtener la mayoría. Asimismo hay que
ponderar en cada momento la capacidad relativa de
los colectivos sociales afectados por la reforma para
crear conflictos internos en la administración o para
proyectar el conflicto a la sociedad.
El caso de los militares es claro a este respecto. La
reforma militar causó conflictos políticos y funciona-
les y, por ello, se optó por un cambio de estrategia.
En lugar de formular objetivos globales y explícitos
se formularon objetivos, si cabe, más ambiciosos pe-
ro de forma discreta y fragmentada, optando por un
cambio en profundidad de la cultura y el perfil profe-
sional de los soldados profesionales. La actuación se
graduó de acuerdo con Los colectivos jerárquicos y
funcionales militares, siempre intentando cooptar mi-
litares para el proyecto y cuidando la comunicación.
Todo el proceso ha sido acompañado de la consulta
constante de opinión para averiguar la percepciónmi-
litar del cambio y medir la evolución de la imagen
social de los militares.
Por lo que respecta a la administración civil cen-
tral, la situación se plantea entre la demanda de servi-
cios y de mayor calidad de los mismos y la resisten-
cia de los burócratas a las innovaciones. Como el
cuerpo electoral urbano es mayoritariamente de clase
media y los burócratas son un segmento cualificado
del mismo, habría que ponderar el peso que han teni-
do en las políticas de reforma las consideraciones
acerca de los riesgos de no hacer nada —desatendien-
do la demanda ciudadana, pero proporcionando segu-
ridad a los burócratas— y los costos de hacer —no
llenar las expectativas ciudadanas a corto plazo e in-
tranquilizar a los burócratas— para formular líneas
de acción y establecer los tiempos de realización.
Otra cuestión que es preciso establecer para com-
prender la relación entre modernización y legitimidad
en España es la localización de los empleados públi-
cos en la constituency de los diversos partidos políti-
cos. Un análisis de la estrategia nos proporciona cla-
ves para explicar este extremo. Si el tempo de im-
plantación de la modernización y la reducida ambi-
ción de sus objetivos parciales se orientan a evitar a
toda costa provocar el conflicto con los funcionarios,
es evidente que, con una estrategia consciente y ra-
cionalmente calculada, se da por supuesto que la so-
ciedad no vota la eficacia y que los funcionanos cas-
tigan la innovación. En otras palabras, una estrategia
que evite el conflicto a toda costa indica que los fun-
cionarios son parte de la constituency del partido en
el gobierno o que tienen capacidad suficiente para in-
fluir directamente en su constituency. La otra cara de
esta reflexión es que el electorado esta dispuesto a
castigar la modernización pero no a premiaría. La in-
cógnita a despejar es cuanto cuesta no modernizar.
IV. Los logros de la
modernización
S iete años de modernización presentan unbalance abundante en realizaciones, aun-
que quizá mas abundante en diagnósticos
y proyectos de futuro. El plan de modernización ha
tenido una fase prolongada de diagnóstico de situa-
ción y de formulación de la política9. La inversión de
esfuerzos y recursos en esta fase se ha capitalizado
mediante un plan de comunicación a la opinión públi-
ca —declaraciones de los líderes de la política de
modernización, incluido el Presidente de Gobierno, a
los medios de comunicación— y al personal público,
primordialmente a los directivos. Simultáneamente al
diseño de las acciones se han desarrollado asimismo
actuaciones de alcance limitado pero de gran trans-
cendencia.
Ahora bien, hasta 1992 no existe un plan general
sistemático de intervención en la practica totalidad de
la administración central10. Entre los resultados de las
actividades modemizadoras cabe destacar la intro-
ducción de referentes valorativos novedosos en la ad-
ministración. La concepción del usuario de los servi-
cios, del ciudadano, como cliente y la conciencia
acerca de la necesidad de buscar la eficacia están pre-
sentes en la administración. El grado de vigencia y la
generalización a distintas organizaciones administra-
tivas de estos rasgos culturales, sin embargo, no ha
sido establecido.
A) La acción colectiva
Todo el proceso de modernización se ha realizado
tratando de buscar el consenso con los grupos de in-
terés, los partidos políticos y entre los administrado-
res. El empleo de la técnica Delphi, que es costosa y
cuya aplicación requiere mucho tiempo, para estable-
cer la percepción de los directivos públicos respecto a
la modernización, previamente a la formulación de la
misma por el Gobierno, es un buen ejemplo de la vo-
luntad de consensuar. Con esta investigación se esta-
bleció cuales eran los cursos de acción para el cam-
bio y las resistencias que suscitaban mayor consenso
entre los directivos. La desconcentración organizati-
va, la introducción de sistemas de información con
soporte informático y la gestión integrada por objeti-
vos fueron los que mayor acuerdo produjeron.
Esta búsqueda de consenso, para determinar obje-
tivos y en el momento de impulsar su consecución,
tiene la representación mejor en el compromiso que
alcanzó el gobierno con los sindicatos para llevar a
buen fin una parte importante del plan de nioderniza-
ción. Con una diferencia de un día el gobierno aprobó
un acuerdo para modernizar la administración pública
y firmo un acuerdo, de tres años de vigencia, con los
sindicatos para el mismo fin . Ello significa que en
adelante las acciones de modernización que afecten a
las condiciones de trabajo de los empleados públicos
serán materia de acuerdo del gobierno con los sindi-
catos del sector. Este acuerdo es desde todos los pun-
tos de vista un éxito del plan, pues involucra a uno de
los actores principales, los representantes del perso-
nal, en el proyecto. Así queda asegurada la participa-
ción cooperativa de las distintas partes en la moderni-
zación y se logra obtener la necesaria participación
del personal que requiere todo cambio de cultura y la
introducción de innovaciones en cualquier organiza-
ción.
Previamente al hecho del acuerdo gobierno-sindi-
catos, uno de los bloques de logros de la moderniza-
ción ha sido el de la representación sindical y la ac-
ción colectiva. Entre los funcionarios, según una en-
cuesta del año 1985, tenían poco arraigo los sindica-
tos. Mayoritariamente preferían organizar su repre-
sentación a través de asociaciones profesionales de
los funcionarios —cuarenta y siete por ciento— y de
los cuerpos —veintisiete por ciento—— ; sólo el veinte
por ciento creía que las centrales sindicales debiera
ser el cauce de “representación para la defensa de sus
intereses en las negociaciones con la
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administración” . El gobierno, no obstante, opto por
regular la representación sindical —Ley 9/1987— y
la negociación colectiva —Ley 7/1988— en el ámbi-
to público. Esta iniciativa legislativa abrió una vía de
negociación, acuerdo gobierno y dos grandes centra-
les sindicales de 1990 sobre condiciones de trabajo,
que culmina con el acuerdo de modernización. La na-
turaleza del acuerdo, global y dilatado en el tiempo,
es una fuente de estabilidad y, lo que es de suma im-
portancia, de legitimación para el proyecto.
B) El capital humano
Los recursos humanos han sido tradicionalmente
el centro de atención o el único interés de las refor-
mas administrativas. Además son el elemento más
delicado de las organizaciones sociales. Y desde lue-
go son una fuente potencial de conflictos y de apoyos
para los proyectos de cambio organizativo. Cualquier
alteración de la ordenación de los recursos humanos
tiene un efecto de diseminación en el conjunto de la
organización. Los valores organizativos, la cultura, se
trasmiten a través del personal. Por ello es de utilidad
contemplar de cerca las acciones de la modernización
respecto a los recursos humanos.
El reclutamiento se ha hecho más transparente me-
diante el anuncio anual de la oferta de empleo. Sin
embargo, la administración pública sigue siendo un
reclutador pasivo, indiscriminado y de atracción limi-
tada, especialmente en el área directiva. La adminis-
tración pública se puede caracterizar, por los procedi-
mientos y estrategias de reclutamiento, como un
agente poco competitivo en el mercado laboral. A es-
to hay que adicionar otros rasgos de la dificultad de
acceso que le sitúan en desventaja en el mercado la-
boral.
Los métodos de selección —la oposición memo-
rística sobre información general y jurídica sin rela-
ción con las destrezas del desempeño profesional--
ayudan a reforzar la dificultad de atraer a la adminis-
tración cuadros profesionales valiosos. La moderniza-
ción no ha aportado prácticamente nada a la solución
de este problema. Unicamente cabe mencionar una
experiencia reciente de política activade reclutamien-
to por parte del Instituto Nacional de Administración
Pública, consistente en organizar un curso de postgra-
do para licenciados universitarios con contenidos ne-
tamente gerenciales y una conexión no explícita con
el acceso a la función pública superior. Lo reciente de
la experiencia no permite hacer un balance pues no se
ha despejado la duda de como sirve esta acción para
la selección de personal. El acceso horizontal al área
de dirección administrativa de profesionales probados
en el mercado de trabajo no está resuelto.
Quizá éste sea un aspecto de la modernización al
que no le ha llegado aun su momento de realización
debido a la valoración política de la respuesta de
fuerza en contra de los residuos corporativos del pa-
sado, del clientelismo partidario y de las constituen-
cies. El caso es que los logros de la modernización en
personal quedan empañados por este hecho. Cierta-
mente no se puede calificar de congruente una políti-
ca que dedica mucho esfuerzo a gestionar mejor y a
poner al día su capital humano y mantiene el flujo de
entradas de nuevos recursos sin alterar. Desde luego
es más barato reclutar los profesionales en posesión
de las destrezas y habilidades adecuadas que intentar
transformarlos una vez dentro de la organización.
Aunque eso si el hipotético conflicto del cambio se
traslada de la sociedad a la organización. Y en este
último escenario se manifestaría no como un proble-
ma político sino como un problema funcional ——difi-
cultad de atracción y retención de recursos, anomía
organizativa, falta de capacidad profesional— para
proporcionar calidad.
En el haber de la modernización hay que mencio-
nar la introducción de criterios de mérito, frente a la
antiguedad o el ejercicio clientelar, para la movilidad
interna. El nuevo procedimiento de provisión de
puestos de trabajo implica análisis de puestos y plani-
ficación de necesidades. Este mecanismo contribuye
al cambio de valores en la organización, su inspira-
ción es estrictamente profesional y no burocrática, y
tiene un efecto multiplicador por su eventual presen-
cia en los procesos de socialización organizativa re-
forzando otros valores y expectativas de comporta-
miento.
La formación es la función mejor establecida en el
área de recurso humanos. 5e ha realizado un amplio
diagnostico de las necesidades de formación y un de-
tallado plan de formación para la administración cen-
tral por vez primera en la historia de nuestra adminis-
tración pública. Las acciones de formación confieren
gran importancia a las destrezas, conocimientos y va-
lores profesionales de los directivos, apoyando de es-
ta forma el proceso de cambio de cultura. El INAP,
encargado de esta función, desarrolla tres tipos de ac-
ciones de formación. Primeramente, la formación de
los jóvenes antes de sus acceso a la función directiva,
según la experiencia mencionada, que sirve de instan-
cia de socialización anticipada en los valores de los
nuevos gestores públicos. En segundo lugar, la for-
mación de las personas que acaban de acceder a la
función pública superior pero que como se les ha se-
leccionado según los mecanismos tradicionales están
necesitados de cualificaciones profesionales antes de
incorporarse a sus destinos, Este producto de forma-
ción tiene asimismo contenido y valores gerenciales y
sirve de primera instancia de socialización en los va-
lores organizativos modernos que se quieren promo-
cionar. Finalmente, el perfeccionamiento de los direc-
tivos en técnicas y destrezas. Esta acción cualifica a
los directivos y les subraya el tipo de valores adecua-
dos para apoyar cotidianamente la modernización.
C) La imagen social, la cultura y los valores
La comunicación del proyecto de modernización
ha ayudado a crear una imagen más dinámica de la
administración. La comunicación se ha hecho genéri-
ca, de marca —publicaciones de los planes, inclusión
de mensajes dinámicos en los anuncios de empleo,
presenciade los responsables en los medios de comu-
nicación, reuniones con académicos y expertos—, y
por productos. Hay numerosas pequeñas acciones de
simplificación de procedimientos administrativos que
se han publicitado vinculándolas a la modernización.
Todas estas acciones están pensadas para que tengan
un impacto directo en la relación administración-
usuario. De esta forma se han cumplido tres objeti-
vos: maximizar resultados con la acción de notorie-
dad, ejemplificar para la administración la transición
del concepto de usuario al de ciudadano/cliente y
crear imagen social de eficacia.
Asimismo, se pueden mencionar un conjunto de
medidas, actuaciones y legislación que, al margen del
éxito de su implantación, han confluido para introdu-
cir nuevos valores en la administración, creando una
tensión para un cambio de cultura. El nuevo sistema
de retribuciones, el libro de estilo o la concepción lo-
gística de las instalaciones para relación con el publi-
co puede ser que no sean de general uso, de aplica-
ción correcta en el caso de las retribuciones, pero de-
notan unos valores distintos de los tradicionales y su
existencia contribuye a delinear una cultura de de-
sempeño y de atención al ciudadano como cliente.
Entre las innovaciones de doble impacto, interno y
social, destaca la creación de un parque informático
de tecnología actualizada, la mayor parte de los siste-
mas tiene menos de cuatro años de antiguedad’3. Seha creado asimismo un cuerno de personal informáti-
co. Numerosas aplicaciones son interactivas para su
utilización por los ciudadanos. Un dato a subrayar es
que, entre 1986 y 1990, se ha multiplicado por ocho y
media veces el número de unidades informáticas. Ló-
gicamente la presencia de la informática llega a todas
las unidades administrativas. Desde el Ministerio pa-
ra las Administraciones Públicas se ha aprovechado
esta situación para introducir aplicaciones de gestión
y descentralizar los servicios organizativos horizonta-
les. Este conjunto de factores ha contribuido a moder-
nizar la administración y a cambiar radicalmente su
imagen para los ciudadanos y para los propios em-
pleados públicos.
La descentralización de la gestión y la flexibiliza-
ción organizativa son otra fuente de construcción de
imagen de cambio. La creación de organizaciones,
separadas formalmente de la estructura tradicional de
los departamentos ministeriales, con gran autonomia
de gestión de sus propios recursos, es la formula or-
gánica de la modernización. Se cuenta con ensayos
en algunas administraciones, entre las que cabe desta-
car la Agencia Tributaria responsable de la recauda-
ción de tributos. El hecho de comenzar a materializar
la flexibilidad organizativa por la descentralización
de una de las funciones de soberanía es indudable-
mente una acción simbólica de impacto en la opinión
pública. Así se representa la seriedad del propósito de
cambio de cultura administrativa a los ciudadanos,
que tienen relación directa con la agencia, y al perso-
nal propio que pueden comparar las ventajas de este
formato organizativo y estilo de dirección.
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